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(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Jorge Orrico. 


MIEMBROS: Señores Representantes Gustavo Borsari Brenna, Diego Cánepa, Carlos Gamou, Luis 
Alberto Lacalle Pou, Alvaro F. Lorenzo, Artigas Melgarejo, Jorge Mutio y Edgardo Ortuño. 


SEÑOR PRESIDENTE (Orrico).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Presidencia desea informar que se ha recibido el último número de la Revista de la Asociación de 
Escribanos del Uruguay, correspondiente al período julio-diciembre de 2004 que, naturalmente, está a 
disposición de los señores Representantes y tiene trabajos realmente interesantes, sobre todo en lo referido al 
Código de la Niñez y la Adolescencia que recientemente hemos aprobado. 


SEÑOR LACALLE POU.- Quisiera plantear una cuestión previa. 


Me gustaría que la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración, si es de su 
interés, agregara dos temas al orden del día, para que sean tratados. ¿Por qué digo para que sean tratados? 
Porque no nos gustaría solo que estén en el orden del día sino que, cuanto antes y cuando la Presidencia así lo 
estime, se le dé un rápido tratamiento, lo que no quiere decir una rápida votación, aunque ojalá que también 
la pueda tener. 


Uno de los temas refiere a la patente de rodados. En el día de ayer votamos una moción por la cual esta 
Comisión se integrará con la Especial de Asuntos Municipales y Descentralización. Hay un proyecto de ley 
del señor Diputado Borsari Brenna y de los ex legisladores Ambrosio Rodríguez y Bosch, si mal no recuerdo, 
que refiere al mismo tema y quizás haya algún otro sobre la misma materia. Es público y notorio que estos 
temas están siendo discutidos en el ámbito del Congreso de Intendentes. Creemos que el Parlamento tiene 
posibilidades de legislar al respecto y nosotros creemos que debemos hacerlo. Entonces, cuando la Comisión 
lo estime conveniente -en un plazo breve, si es posible- integraremos a estas dos Comisiones para dar 
tratamiento a este proyecto de ley. Sugeriría como base el que presentáramos con los ex Diputados Berois 
Quinteros y Ferreira para hacer un comparativo con el del señor Diputado Borsari Brenna y si hubiera otra 
propuesta, también la compararíamos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- O sea que el primer proyecto refiere a la patente de rodados. 


En el día de ayer, la Cámara resolvió que se iban a integrar esta Comisión con la Especial de Asuntos 
Municipales y Descentralización, a los efectos de tratar ese tema. Entonces, coordinaremos con esa Comisión 
a fin de tratar ese proyecto y si hubiera otro, naturalmente, lo incorporamos. 


SEÑOR LACALLE POU.- El segundo proyecto que quiero mencionar fue representado. Lo presentamos en 
la Legislatura pasada y ahora nuevamente, con otros legisladores del Herrerismo, y lleva la firma de 
destacados representantes; una vez más, el señor Diputado Borsari Brenna, entre otros. Es un 
"aggiornamento" en lo que refiere a las multas y moras. La base de cálculo sobre los porcentajes de multas y 
moras refieren a un decreto-ley de la dictadura, época en la que la inflación era sensiblemente mayor, de tres 
dígitos, y hoy tenemos una inflación de un dígito. Por lo tanto, nos parece oportuno legislar al respecto, ya 
que cuando una ciudadana o un ciudadano se atrasan en el pago de las facturas, es casi imposible ponerse al 
día después que pasan tres o cuatro días, porque van creciendo las deudas. 


Este proyecto de ley consta de una segunda parte, que refiere a funcionarios públicos en el sentido amplio - 
Administración Central, Servicios Descentralizados, Poder Legislativo, Poder Judicial y Gobiernos 
Municipales- y a jubilados y a pasivos, en cuanto a la forma en que pueden pagar las tarifas públicas, o sea, 
cómo se puede llegar a abonar los servicios públicos. 


Obviamente, no pretendo entrar en la discusión del tema, aunque nos gustaría que tuviera una rápida 
consideración. 


No tenemos el hábito de pedir que se incluyan temas en el orden del día, pero cuando lo hacemos es porque 
lo creemos de vital importancia y es por eso que pedimos a la Comisión y al señor Presidente un rápido 
tratamiento de esta situación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Teniendo en cuenta la índole del proyecto, la Presidencia entiende que corresponde 
enviarlo a UTE, ANTEL y OSE, a efectos de que emitan su opinión para tener un insumo que es importante, 
independientemente de lo que acá se decida. Creemos importante tener la versión de los entes sobre este 
asunto. Es una cuestión de trámite, pero anuncio que lo voy a hacer. 


SEÑOR LACALLE POU.- Si UTE, ANTEL u OSE no han hecho nada en estos años, tampoco lo harán en 
estos pocos días; no lo han hecho durante Gobiernos blancos, colorados ni en lo que va de la Administración 
del Encuentro Progresista. Usted sabe de mi reticencia, en general, a hacer algunas consultas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No, pero no lo tome como consulta, sino para que ellos estén enterados. 
SEÑOR LACALLE POU.- Entiendo que el Presidente comunica, pero sin perjuicio de que se envíe el 


proyecto a estos organismos, me parece que se le puede dar un tratamiento en el Parlamento y los organismos 
estarán para acatar lo que resuelvan quienes representamos a la ciudadanía, que somos nosotros. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene toda la razón; no estamos en desacuerdo. 


En primer lugar, como Presidente, quiero dar la bienvenida al señor Diputado Melgarejo -que nos acompaña 
bastante seguido, por suerte- y a Jorge Mutio, que está acá en representación del Partido Nacional. 


Tenemos como primer punto del orden del día un proyecto de ley aprobado por el Senado. Agradezco que 
esté presente el señor Diputado Borsari Brenna, porque me va a solucionar bastante este asunto. 


En el primer artículo se dice: "Desaféctase del patrimonio del Estado (Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas) y aféctase a la Administración de Obras Sanitarias del Estado (OSE), el bien inmueble 
empadronado con el N* 6.686, ubicado en la 16a. Sección Judicial del departamento de Canelones, que según 
plano de mensura N* 33.558 de la ingeniera agrimensor Sara Alicia Netto, de febrero de 1995, inscripto en la 
Dirección General del Catastro Nacional con el N* 7,198 el 20 de marzo de 1995, consta de una superficie de 
752 m?, 05 dr?, con frente de 5m04 a la Ruta N? 8, con el objeto de la instalación de depósitos de 
distribución de agua para la localidad de Joaquín Suárez". 


Consulté con mi compañero de bancada, el señor Diputado Longo -que es escribano público-, y me hizo 
algunas anotaciones que considero que son importantes, por lo que creo que hay que modificar algunas cosas. 


En realidad, no se desafecta, sino que lo correcto es decir que se transfiere del patrimonio del Estado al de la 
Administración de las Obras Sanitarias del Estado. Después hay solamente una modificación en cuanto a que 
se pone también en letras el número de padrón, agregando "antes Padrón N* 4.754 (cuatro mil setecientos 
cincuenta y cuatro) en mayor área", con lo cual se ubica perfectamente el bien. 


Me acota el señor Diputado Borsari Brenna que esto es correctísimo, por lo que sugiero que este proyecto sea 
aprobado con las modificaciones propuestas por el señor Representante Longo y que se envíe nuevamente al 
Senado a los efectos de las correcciones. 


SEÑOR LACALLE POU.- ¿Dónde está ubicado ese padrón? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sobre la Ruta N* 8 -figura al final del artículo 1”-, en la localidad de Joaquín 
Suárez. 


A los efectos de que conste en la versión taquigráfica, debemos aclarar que en esta Comisión siempre hemos 
agregado lo que en este caso figura en el artículo 3%, porque soluciona muchos problemas desde el punto de 
vista de la inscripción. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Puede parecer un preciosismo, pero creo que no lo es: hay tesis jurídicas que 
sostienen la teoría de que el Estado tiene un patrimonio único; por eso, durante algún tiempo se utilizó la 
expresión "desaféctase", sobre todo en la época en la cual el señor Méndez Manfredini tenía cierta injerencia 
en los asuntos de nuestro país. Nosotros utilizamos la palabra "transfiérese" porque, precisamente -por lo 
menos yo lo entiendo así-, se transfiere del patrimonio del Ministerio de Transporte y Obras Públicas al de la 
OSE. 


Por otra parte, cuando se dice "antes Padrón tal", es un agregado aclaratorio que se usa en todos los 
documentos notariales. De esa manera se puede tener la plena seguridad de que el padrón de que se está 
hablando es el actual. 


SEÑOR LACALLE POU.- En este proyecto hay un error geográfico. Si está en la Ruta N* 8, no puede estar 
en la localidad de Joaquín Suárez. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No dice que está en Joaquín Suárez. Se establece lo siguiente: (...) con el objeto de 
la instalación de depósitos de distribución de agua para la citada localidad". 


SEÑOR LACALLE POU.- No, son las modificaciones que le establece el señor Represente Longo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dice: "(...) con frente (...) a la Ruta Nacional N' 8, con el objeto de la instalación de 
depósitos de distribución de agua para la citada localidad", o sea que el inmueble está allí. 


SEÑOR LACALLE POU.- Me estoy refiriendo a las modificaciones planteadas por el señor Representante 
Longo, donde dice: (...) ubicado en la 16a. Sección Judicial y Catastral del departamento de Canelones, 
manzana 313, de la localidad de Joaquín Suárez (...)". Es imposible que sea en esa localidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Surge de los antecedentes que a ese lugar le llaman localidad de Joaquín Suárez. 


SEÑOR LACALLE POU.- Está mal. La localidad de Joaquín Suárez está sobre la Ruta N* 74. Podrá ser Villa 
Manuela o Barros Blancos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Acá tengo el plano de mensura, donde figura: departamento de Canelones, 
localidad Joaquín Suárez, sección judicial, padrón, propietario -el Estado-, etcétera. Una cosa es dónde está la 
localidad en sí y otra dónde se ubica la localidad desde el punto de vista registral; me parece que son cosas 
distintas. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Quizás no quiera decir frente a la ciudad de Joaquín Suárez. 
SEÑOR PRESIDENTE.- No, se refiere a la localidad. 


SEÑOR LACALLE POU.- Será un plano viejo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tengamos en cuenta que el antecedente dice "localidad catastral Joaquín Suárez". 
(Diálogos) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si estamos de acuerdo, se van a votar en bloque los artículos 1%, 2? y 3%, con las 
modificaciones propuestas por el señor Representante Longo, y se propone al señor Diputado Borsari Brenna 
como miembro informante. 


(Se vota) 


Seis por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el asunto que figura en segundo término del orden del día: 
"Consejo de Economía Nacional. Creación". 


El Senado aprobó un proyecto de ley, enviado originariamente por el Poder Ejecutivo, que consiste en la 
creación del Consejo de Economía Nacional, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 206 de la 
Constitución. 


SEÑOR ORTUÑO.- El proyecto a consideración, aprobado por el Senado, es de particular importancia. Por 
ende, nos gustaría abordarlo en profundidad y aprobarlo rápidamente, porque consagra un ámbito muy 
necesario para la vida del país. 


La creación del Consejo de Economía Nacional está prevista en la Constitución de la República, en sus 
artículos 206 y 207, que establecen que la ley podrá crearlo, con carácter consultivo, e indican su integración 
y sus características. 


Nuestra fuerza política, el Encuentro Progresista-Frente Amplio, ha planteado en anteriores legislaturas 
proyectos en ese sentido, porque es necesario consagrar constitucionalmente un ámbito de diálogo social, de 
concertación, de búsqueda y de análisis de propuestas de país concertadas. En particular, lo planteamos en los 
momentos en que el Uruguay vivió situaciones muy difíciles, apelando a la búsqueda de salidas concertadas. 
Nos parece que hoy, en que el Uruguay se encamina en una nueva etapa histórica, tener un ámbito de 
concertación de los distintos sectores sociales y de vínculo de la sociedad civil con el Estado sería un avance 
en la vida institucional del país, que lo espera desde larga data. Esta es una disposición constitucional 
prevista en la Constitución de 1934. Los primeros proyectos fueron del año 1932. Pero, por diversas razones, 
no se ha instrumentado por imperio de la ley como lo posibilita la Constitución. 


En una primera reflexión general, diríamos que si bien en los aspectos concretos de su constitución y 
funcionamiento este proyecto puede merecer alguna observación, personalmente, creo que deberíamos 
proceder a aprobarlo con los contenidos planteados, en la medida en que creemos que en la práctica se podrá 


analizar cuáles son los eventuales elementos correctivos que en avances legales posteriores podamos hacer 
como país. 


En este momento, nos parece que lo fundamental y lo principal es que el Consejo de Economía Nacional 
entre en funcionamiento y se instale cuanto antes, dando una señal de la vocación de diálogo y de la 
necesidad de concertar políticas de largo plazo de desarrollo del país entre los distintos actores. Me adelanto 
a decir que, de acuerdo con lo que establece la Constitución, deben ser distintos actores de la vida económica 
y profesional del país, pero interpretando el espíritu de los legisladores de entonces y en base a nuestras 
convicciones de hoy, creemos que también debe incorporar a actores sociales, generándose un ámbito junto a 
las principales organizaciones más representativas de la actividad económica y social -e inclusive, me 
animaría a incluir a la actividad cultural del país- a fin de que haya un ámbito de diálogo y, 
fundamentalmente, de planteo de iniciativas y propuestas con el Gobierno y los organismos públicos, 
haciendo oír, cuando corresponda, sus pareceres. Así funcionaría como órgano asesor, tal como establece la 
Constitución, y en el marco de la independencia que da la norma constitucional, puede también proponer y 
tener iniciativa frente a los poderes del Estado. 


SEÑOR LACALLE POU.- La Constitución establece algunas normas que otorgan facultades, y esta del 
artículo 206 es una de ellas. Por algo el constituyente estableció que "La ley podrá crear". Eso es lo primero 
que queremos dejar claro. 


Segundo, la creación de un Consejo de Economía Nacional no asegura la participación en el diseño de 
políticas del Gobierno. Eso siempre queda librado a la voluntad de quien ejerce el Poder Ejecutivo. Muchas 
veces se esgrime que el Gobierno va a hacer las consultas necesarias para tal o cual reforma, y las puede 
hacer o no. Inclusive, se puede consultar a sectores existiendo o no este Consejo de Economía Nacional. 


Dicho esto, nosotros -creo representar la voz del Partido Nacional- estamos dispuestos a darle a este proyecto 
pronto tratamiento, con la seriedad que requiere el tema. Adelantamos que no tenemos ningún tipo de 
inconveniente si este es un instrumento que el Poder Ejecutivo cree necesario para el mejor funcionamiento 
de su Gobierno en lo que hace a ideas, proyectos y consultas; nos parece que no deberíamos entorpecer tal 
gestión. 


Quisiéramos saber cómo salió la votación en el Senado. 
SEÑOR PRESIDENTE.- En la Comisión, la votación fue por unanimidad. 
La votación en general fue de trece en diecinueve. 


El artículo 1%, dieciocho en veintitrés; el artículo 2%, veintidós en veintiséis; el artículo 3%, veinte en 
veinticuatro; el artículo 4%, veintidós en veintiséis; el artículo 5%, veintidós en veintiséis. El artículo 6% se votó 
por incisos; el primer inciso, veintiuno en veinticinco y el segundo quince en veinticinco; el artículo 7”, 
veintiuno en veintiséis; el 8”, veintiuno en veintisiete; el 9%, veintiuno en veintisiete. 


Está en consideración el artículo 1*. 


SEÑOR CÁNEPA.- Quiero decir que lo que expresó el señor Diputado Ortuño representa la voluntad y el 
interés político de la bancada de Gobierno. Luego de haber estudiado, no solo el proyecto original que envió 
el Poder Ejecutivo, sino también el que surgió del Senado, estoy dispuesto a votar todos los artículos, en vista 
de que es un instrumento -tal como dijo el señor Diputado Lacalle Pou- que el Gobierno considera necesario. 


Creo que más allá de alguna discusión que puede haber con respecto a elementos que pueden ser un poco 
más discutibles, en general está bien. Como necesito ser honesto conmigo mismo en estos temas, voy a votar 
la modificación del artículo 1%, pero quiero dejar expresa constancia de que tengo mis enormes dudas con 
respecto a dejar ese tipo de definiciones en una ley de creación del Consejo de Economía Nacional. No 
quiero repetir aquí la discusión que hubo en la Comisión de Constitución y Legislación, que terminó 
apoyando esta redacción -tuve la oportunidad de leer la versión taquigráfica-, pero quiero dejar expresa 
constancia de las dudas personales que me quedan en cuanto a la pertinencia de dejar ese tipo de definiciones 
en una ley de estas características. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Como se ha expresado, el Consejo de Economía Nacional es una previsión 
que viene desde la Constitución de 1934. Es una norma potestativa para el legislador, para las distintas 
Legislaturas. Es muy claro el artículo 206, cuando expresa que la ley podrá crear un Consejo de Economía 
Nacional con carácter consultivo, etcétera. No es correcto decir que los distintos Gobiernos o Parlamentos 
han tenido una falta o algo por el estilo en aprobarlo o en reglamentarlo por medio de la ley. Creo que la 
soberanía popular es la que instala a los legisladores en el Parlamento y esta es la que decide, al fin y al cabo, 
si es conveniente o no establecer en el país un Consejo de Economía Nacional, Consejo de Economía 
Nacional que es una norma antigua y que nada agregaría a la eficiencia y eficacia que requiere el mundo de 
hoy, a las decisiones de ese carácter y de ese tipo. 


Además, su articulado establece una constitución cuasimultitudinaria. En mi opinión, esto atentaría contra esa 
eficacia y eficiencia para la toma de decisiones. Imaginémonos en la crisis de 2002 o ahora, en el Gobierno 
que encabeza el doctor Vázquez, si las decisiones de carácter económico fueran puestas en discusión en un 
ámbito de cuarenta miembros. 


Quizás esta disposición constitucional fue pensada en un momento en que había más tiempo para la toma de 
decisiones. No creo que agregue al país cosas positivas. En la entelequia del Estado que vivimos -esto no es 
culpa de nadie sino del Uruguay entero-, con instituciones, una maraña de leyes, decretos y disposiciones, 
esto sería agregar un elemento más a la discusión. 


Respetamos el punto de vista del Partido de Gobierno, pero no lo compartimos. Creo que cualquiera sea el 
Gobierno, esto le va a traer más problemas que soluciones. Para consultar a los agentes económicos y a los 
industriales, comerciantes, agropecuarios, ya están dadas en el país las instituciones que quizás en aquel 
momento no existían: la Cámara Nacional de Comercio y Servicios del Uruguay, la Cámara de Industrias del 
Uruguay, la Federación Rural, la Asociación Rural del Uruguay. Todas ellas son expresiones de carácter 
social y económico que sin duda son tomadas en cuenta por gobernantes, Ministros y legisladores en forma 
permanente. 


Con esto quiero dejar fundamentado mi voto negativo al artículo 1%, en la convicción de que la creación de 
esta nueva institución no va a traer beneficios al país ni al Gobierno. 


Más bien pienso que le puede traer algún perjuicio en virtud de que las decisiones de tipo económico son 
naturalmente muy serias y deben ser muy meditadas. Pero cuando se toman, deben tomarse con un rumbo. 
Me imagino que en un colectivo de cuarenta personas es evidente y obvio que va a haber mucho más de una 
opinión respecto de medidas económicas que cualquier Gobierno pueda tomar: tipo de cambio, política 
impositiva. Habrá múltiples opiniones respecto de las múltiples variantes y variables de la economía que 
tiene que manejar un Gobierno que, reitero, deberá orientarlas con un rumbo y con seguridad. Quizás con un 
Consejo de Economía Nacional, casi todas esas variantes económicas sean puestas en tela de juicio; no hablo 
de esta Administración sino de cualquier gobierno, con cualquier color político. 


Me imagino -para hablar en la actualidad- el Consejo de Economía Nacional discutiendo sobre la reforma 
impositiva que va a proponer el Gobierno; me imagino el Consejo de Economía Nacional discutiendo la 
conveniencia de mantener el tipo de cambio o la política cambiaria que mantiene el actual Gobierno. 
Imagínense a las Cámaras allí representadas -junto con las distintas expresiones industriales, comerciales o 
agropecuarias, cooperativistas, profesionales universitarios, usuarios y consumidores-, porque todos tienen 
legítimo interés y derecho a expresarse en un Consejo de Economía Nacional; eso podría resultar un grave 
problema para la persona que esté ejerciendo el Ministerio de Economía y Finanzas y el equipo económico 
que le caiga en suerte gobernar al país en los distintos momentos. 


Por estas razones vamos a votar negativamente este artículo. 


SEÑOR CÁNEPA.- He escuchado con atención las palabras del señor Diputado Borsari Brenna. Reconozco 
que más allá de las discrepancias -no compartimos su opinión-, es una argumentación atendible. 


En mi opinión, al final de su intervención corrigió algunas expresiones que quizás no entendí bien. En ningún 
momento está planteado que el Consejo de Economía Nacional vaya a fijar el rumbo de la política 
económica. Eso debe quedar claro -lo digo porque a veces los interesados leen las versiones taquigráficas-, 
porque esta ley no puede ir más allá de la Constitución. La Carta, en su artículo 206, establece que la ley 


podrá crear un Consejo de Economía Nacional con carácter consultivo y honorario. La palabra consultivo no 
merece dos interpretaciones. Es muy claro que se trata de un órgano de consulta, y así lo considera la ley. 


Entiendo lo que dice el señor Diputado en cuanto a un nuevo actor, que tendrá su opinión y que la hará 
pública. Ya existen esos actores. 


De todos modos debe quedar claro que por lo menos en este Gobierno la política económica y el rumbo 
económico del país será fijado por el Poder Ejecutivo a través del Ministerio de Economía y Finanzas. Este 
órgano consultivo será para escuchar y atender -quizás de una manera más ordenada y directa- los diferentes 
intereses económicos y nacionales del país, tal como establece la creación del Consejo de Economía 
Nacional. 


Algunas de las advertencias del señor Diputado Borsari Brenna son atendibles, pero veremos cómo funciona. 
No tengo muy claro si esto funcionará de manera excelente. Creo que es una muy buena idea, y es necesario. 
Asimismo, la ley establece las distintas vinculaciones que puede tener con el Parlamento -como lo determina 
el artículo 207 de la Constitución- y con los distintos ámbitos del Estado. Considero que nos puede dar un 
canal de interrelación e interacción para que pueda ser mucho más fluido el diálogo con este tipo de 
organizaciones que representan a los diferentes intereses económicos del país, por supuesto que 
contrapuestos. Digo esto porque los diferentes intereses económicos representan un equilibrio en la sociedad. 
Nosotros, como poder político, el poder de Gobierno -en el sentido amplio de la palabra; no por quienes 
estamos ejerciendo la titularidad del Poder Ejecutivo sino Gobierno por todos los que estamos aquí, por todo 
el sistema político- creemos que es una buena cosa tener un organismo que regule y que genere un 
reglamento de fluidez en la relación, inclusive con quienes somos los actores del Gobierno. Seguramente que 
en el futuro habrá alguna corrección, pero es un paso muy positivo. 


Uno puede decir que otros Gobiernos estuvieron omisos, y era potestad de las Administraciones anteriores -a 
través de mayorías legislativas- decidir si esto era bueno o no para el país; nadie pone en tela de juicio eso. 
Esto es lo que creo. De todos modos, considero que hubiese sido necesario tener este Consejo funcionando en 
Uruguay para solucionar algunos problemas con determinados intereses económicos, profesionales y de la 
sociedad. 


Desde nuestro punto de vista, fue una omisión, pero no por falta sino por una decisión política diferente a la 
nuestra de no crear el Consejo, pero esta fuerza política y este Gobierno sí tiene la voluntad de hacerlo, bajo 
las premisas que muy bien mencionaba el señor Diputado Ortuño al comienzo de esta sesión. 


Solo quería hacer estas puntualizaciones que son atendibles. Creo que está muy clara la posición del señor 
Diputado Borsari Brenna, pero quería no corregir, sino trasmitir con claridad algo que me parecía que tenía 
que quedar fuera de toda duda: que el rumbo económico y la política económica los definen el Poder 
Ejecutivo, a través del Ministerio de Economía y Finanzas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero que quede bien claro que en ningún momento ninguno de nosotros pensó 
que se había violado la Constitución porque no se creó esto. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Vale la aclaración del señor Presidente, y en una lectura más acabada del 
proyecto, ratifico mi creencia de que esto va a traer más problemas que soluciones; el tiempo lo dirá. 


Por ejemplo, en el artículo 6” -que ya trataremos y respecto del que daremos nuestra posición- se establece: 
"El Consejo de Economía podrá ser oído por el Poder Ejecutivo en oportunidad de la elaboración de los 
Presupuestos y de las Rendiciones de Cuentas en la forma y oportunidades que establezca". Ya es 
problemático el tratamiento del Presupuesto y de las Rendiciones de Cuentas -ya se habrán dado cuenta, 
quienes hoy ejercen el Gobierno-; imagínense lo que será cuando se tenga al costado del Poder Ejecutivo y 
del Parlamento -creo que será así- una expresión consagrada por la Constitución y la ley, que será una especie 
de mini Parlamento integrado por catorce trabajadores, catorce empresarios, tres cooperativistas, tres 
profesionales universitarios, tres usuarios y consumidores, tres representantes de organizaciones no 
gubernamentales. 


Creo que de allí van a surgir más dudas de las que existen siempre en una conducción económica -repito: de 
las que existen siempre-, sea del Partido Nacional, del Frente Amplio o del Partido Colorado. Siempre van a 
existir, por supuesto, múltiples opiniones respecto de las medidas que toma el Ministro de Economía y el 


Gobierno. Yo me temo que con la creación de esto se multipliquen las dudas, se agrande la repercusión de los 
problemas que, por supuesto, caen en el Parlamento. Está bien que esa repercusión caiga en el Parlamento, y 
que ahí Gobierno y oposición confronten sus opiniones, pero me parece que esto será multiplicar los 
problemas del Ministro de turno. 


Esta es nuestra humilde posición, que vamos a mantener y el tiempo dirá de qué lado está la razón. 


SEÑOR LORENZO.- No tengo una posición radicalmente contraria a la creación de este ámbito, si el 
Gobierno lo quiere crear, pero comparto mucho de lo que ha opinado el señor Diputado Borsari Brenna en 
cuanto a que no sé hasta qué punto es conveniente hacerlo. De cualquier manera, es una cuestión del 
Gobierno. Claro que una vez creado, derogar la ley de creación es más complicado. 


Por otra parte, que esté en la Constitución de 1934 es algo que no me parece del todo relevante, porque fue 
hecha en una época muy especial y acá tenemos al señor Diputado Gamou que nos puede ilustrar acerca de 
los distintos tipos de corporativismo: el penetrante y el penetrado; ¿es así? 


SEÑOR GAMOU.- Como bien dice el señor Diputado Lorenzo, había y existen hoy en día dos categorías de 
corporativismo: uno es el penetrado, que era básicamente el que defendía, en su momento, lo que se llamaba 
"la democracia orgánica" del régimen de Franco, donde estaban presentes, más que partidos políticos, 
corporaciones en los Gobiernos. Eso es una cosa. Pero también está el corporativismo penetrante, que es el 
que se pone en juego en los países escandinavos, sobre todo Suecia, donde siempre se procuraba que hubiera 
acuerdos y participación en la toma de decisiones por parte del Gobierno y, aunque es un poco antiguo, 
capital y trabajo. 


Entiendo la precisión que hace el señor Diputado Lorenzo, pero dadas las características que tiene esto, dudo 
mucho que esto se asemeje, por su constitución, a un corporativismo penetrado, que es el que él teme. 


Sin duda, hubiera sido preocupante que aparecieran proyectos de ese tipo en 1934, dada la situación política 
internacional en la que estaba Mussolini y se veían venir otro tipo de experimentos por el estilo. 


En definitiva, me alegra que el señor Diputado conozca el corporativismo penetrante y el corporativismo 
penetrado. 


(Diálogos) 


SEÑOR LORENZO.- Hice la referencia para que el señor Diputado Gamou hiciera esa precisión; la lista de 
los que tenían características de ese tipo en esa época era más larga. 


A partir de que el Gobierno tiene la voluntad de crear este Consejo y por el sistema institucional que tenemos, 
está claro que estos ámbitos no son definitorios de la política económica. Y si lo son es por decisión del 
Gobierno; no por la creación de este ámbito. 


Creo que tenemos que seguir adelante con la discusión del proyecto porque a pesar de que puedo votar en 
contra del artículo 1” -en caso de estar en la situación del Gobierno, no lo crearía-, hay algunos puntos de 
otros artículos que me parecen relevantes para que esto funcione como debe, en caso de que sea aprobado. 


SEÑOR ORTUÑO.- Creo que debemos pasar a votar, pero no quería dejar de atender algunos aspectos de 
fondo que han sido planteados en esta discusión y en la que tuvo lugar en el Senado -por lo que puede leerse 
en la versión taquigráfica- y, de alguna manera, en el país. 


Creo que el señor Diputado Borsari Brenna hizo una intervención con conceptos inteligentes, planteando 
algunos nudos conceptuales sobre los temas de fondo que no comparto, pero que me parece bien que se 
expresen porque vale la pena y conviene que se expliciten cuáles son las convicciones que nos llevan a crear 
un ámbito, que no es una mera expresión administrativa, sino que expresa una concepción y una voluntad 
política. 


Hay algo que me parece importante que hablemos entre distintos partidos políticos y es que el Uruguay tiene 
que entrar en una etapa histórica de pensarse a sí mismo, a fondo, sobre su funcionamiento y estructuras para 
elaborar en conjunto, luego de una reflexión profunda, un proyecto de país. En los tiempos que corren en el 


mundo, creo que uno de los grandes desafíos que tenemos como nación es el de elaborar, reformular un 
proyecto de desarrollo nacional en clave de futuro, que mire al Uruguay, su proyección en el mundo, su 
crecimiento y su desarrollo en clave productiva y de integración social, y en términos de mediano plazo. Eso 
requiere, no políticas exclusivas de partido, sino políticas de concertación y acuerdos que trasciendan los 
partidos, que trasciendan inclusive los períodos de Gobierno y las miradas corporativas, las miradas 
sectoriales que piensan exclusivamente en los intereses de un sector y dejan de pensar qué es lo mejor para el 
país y cuáles son los caminos que este debe desarrollar para beneficio del conjunto. Bastante mal nos han 
hecho y nos hacen las visiones fragmentadas y fragmentarias de la situación del país. 


Francamente, estoy convencido de que tenemos que entrar en una etapa distinta, donde actores políticos y 
actores sociales nos pongamos de acuerdo en los grandes trazos de los rumbos por donde queremos orientar 
al país. Los países que en el planeta han logrado tener estos grandes rumbos de política de Estado han tenido 
mejor suerte que nosotros, y digo nosotros en sentido amplio: Uruguay y muchos países latinoamericanos. 
Uno a veces mira naciones que, más allá de los cambios partidarios, institucionales, de rotación de partidos 
en el poder, han marcado rumbos de desarrollo que constituyen políticas de Estado y que, inclusive, 
trascienden Administraciones de distinto signo. Pensemos en Brasil y en otros países que han tenido, por 
ejemplo, políticas de desarrollo del aparato productivo, políticas de determinada inserción internacional que 
les han permitido pegar saltos en lo que es el desarrollo interno. 


Creo que este es el gran tema de fondo, y si estamos convencidos de esto y existe voluntad política -como 
nosotros la tenemos-, está bien que se generen espacios, no solo a nivel político partidario e institucional, por 
ejemplo en el Parlamento, sino también de la sociedad, para ambientar estos ámbitos de diálogo y de 
concertación. Sin duda, no es algo sencillo, pero estoy convencido de que es necesario, así como en el pasado 
estábamos convencidos de que ante las situaciones de crisis del Uruguay hubiese sido bueno que personas y 
organizaciones de distintos partidos nos sentáramos a buscar salidas y alternativas a modelos económicos o a 
situaciones regionales e internacionales difíciles, para encaminar todos juntos al país. 


Creo que tiene razón el señor Diputado Borsari Brenna cuando dice que el país ha evolucionado mucho desde 
1934 en lo que hace a la creación de instituciones sociales representativas de los distintos intereses -por 
ejemplo, hacía referencia a las cámaras empresariales y a los sindicatos- y que no es necesario crear 
instituciones para consultarlas y escuchar su voz. Pero también es cierto que no existen ámbitos formales 
institucionalizados donde cada uno de estos sectores dialogue e intercambie entre sí y con las autoridades 
públicas, generándose un espacio de elaboración por encima de las visiones sectoriales. Eso es lo que 
propone este proyecto de ley: más allá de la existencia de las instituciones sociales o representativas de la 
vida económica del país -sin duda que el país tiene una historia muy rica en esto-, crea un ámbito de 
interacción, de diálogo, de articulación, para tratar de construir esos acuerdos y para tratar de escuchar y 
canalizar esas opiniones. 


Comparto que puede traer problemas, pero la democracia a veces tiene problemas. Bienvenidos, entonces, los 
problemas de la democracia, en que se posibilitan espacios para que las distintas opiniones y los distintos 
intereses se expresen y pueda haber diálogo en un marco pacífico y tolerante, construyendo canales de 
concertación. 


Puede ser dificultoso que se sienten en una mesa a discutir personas y organizaciones que tienen ubicaciones 
distintas en la sociedad -naturalmente, con puntos de vista disímiles-, pero creo que esos problemas son 
bienvenidos si son para profundizar la democracia en un país, propiciando ámbitos de discusión y, sobre 
todo, de pensamiento y de elaboración de caminos comunes. 


En cuanto al tema de la cantidad de integrantes, simplemente quiero hacer alguna precisión acerca de lo que 
se decía sobre las cuarenta personas que discutirían la política económica. Teniendo en cuenta la legislación 
comparada, si uno mira al resto del mundo, en países donde existen consejos de esta naturaleza, se encuentra 
con que en Francia tiene 231 integrantes, en Brasil tiene 82, en España tiene 61; es decir que la experiencia 
en el mundo marca la existencia de organismos de esta naturaleza que tienen una integración numérica 
importante, frente a lo cual la opción que hace este proyecto parece moderada, razonable y administrable, con 
la virtud adicional de que permite incorporar las voces de los distintos sectores, no solo sociales y 
económicos, sino también culturales, que es una novedad que incorporó el Senado con relación al proyecto 
que venía del Poder Ejecutivo. 


Termino esta intervención con una precisión final sobre las dudas que planteaba mi compañero, el señor 
Diputado Cánepa, que son pertinentes en cuanto a la naturaleza jurídica del organismo y a la opción que hace 
el Senado. Creo que en esto tuvo que ver el aporte del Senador Korzeniak, en cuanto a caracterizarlo como 
un organismo de carácter privado de interés público. Efectivamente, el tema es discutible, pero la opción que 
se hace es buena, salvaguardando la independencia del organismo y ratificando el interés público que para el 
Estado tiene su existencia. Sobre esto, ya Justino Jiménez de Aréchaga en "La Constitución Nacional", 
editada en 1947, afirmaba: "No es fácil precisar la condición jurídica del Consejo (...)" de Economía 
Nacional. Revisando los aportes que existen acera de esto, que sin duda los hay, uno se encuentra con que 
efectivamente la opción que hizo el Senado equilibra los distintos aspectos. 


Por su parte, Cassinelli Muñoz, en su "Derecho Público" dice que es "(...) un órgano totalmente 
independiente, que se dirigiría de igual a igual y por escrito a los Poderes Públicos y, por consiguiente, estaría 
sujeto nada más que a las indicaciones, instrucciones o presiones de los intereses representados en el Consejo 
y no de las autoridades políticas". Creo que es este carácter de independencia el que de alguna manera le da 
su riqueza y es lo que se quiso preservar cuando se lo define como un organismo privado. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Creo que al Parlamento le hacen falta discusiones de este tipo. Como dije el 
otro día en la interpelación a los señores Ministros Arana y Gargano, en el Parlamento hace falta la discusión 
política que tanto se dice que no hay; cuando es menester que se dé, yo festejo que exista y el tono en que se 
está dando. Por supuesto, puede ser de más fuertes discrepancias, pero siempre en el marco del respeto a la 
posición de uno y de otro. Yo utilizo una muletilla sobre algo que he aprendido a lo largo de los años: 
seguramente, la verdad no está ni en la posición del señor Diputado Cánepa, ni en la del señor Diputado 
Ortuño ni en la de quien habla; quizás esté en el medio de las dos. Esa es una convicción profunda que 
siempre mantengo. Creo que el país debe aprender que las cosas no son siempre en blanco y negro, sino que 
hay muchos grises entre esos dos colores. Pienso que le hace muy bien al país que todas estas cosas se 
discutan para saber y reconocer que hay razones que vienen de muchos lados. 


Creo que el artículo 207 de la Constitución, cuando dice: "El Consejo de Economía Nacional se dirigirá a los 
Poderes Públicos por escrito, pero podrá hacer sostener sus puntos de vista ante las Comisiones legislativas, 
por uno o más de sus miembros", nos da la pauta de que este Consejo de Economía Nacional no es tan 
consultivo. 


Es decir, puede venir a sostener por derecho propio sus convicciones aquí a esta Comisión, a la de Hacienda, 
o a la de Presupuestos. Digo esto en el sentido de lo que expresaba en la otra intervención, en cuanto a que el 
Gobierno de turno, bajo mi punto de vista, va a tener un problema más con esto respecto de su política 
económica. Ustedes lo van a ver. Nosotros lo vamos a ver. No vamos a tener que esperar al futuro, al año 
2030. Yo veo en los legisladores del Poder Ejecutivo una voluntad para aprobar esto. Bueno, lo vamos a ver 
nosotros. ¡Dios quiera que yo me equivoque y que esto sea para bien, para mejorar y para que se aporte y no 
para sumar un elemento más de discusión, que ya los tenemos! 


Muchas veces pienso en eso que ha dicho el señor Diputado Ortuño en su intervención. Debemos tener un 
proyecto de país. ¿Qué es un proyecto de país? Creo que el proyecto de un país lo hacen los ciudadanos, cada 
uno de ellos y no nosotros, los políticos, ni los partidos. Pienso que el ciudadano que trabaja en una obra, el 
empresario, el que está en un frigorífico, el que está en una actividad social, va haciendo el país según el 
proyecto que la sociedad quiere. Digo entonces, con todo respeto, que hay que pensar en eso. Muchas veces 
he dicho yo también que hay que tener un proyecto de país, y luego de decirlo muchas veces, he pensado y he 
reflexionado que el proyecto de país se da, por ejemplo, cuando la industria vitivinícola se reconvierte y pasa 
a ser una de las mayores exportadoras de nuestro país. 


(Diálogos) 


——-=El proyecto de país se da también cuando, después de la introducción de incentivos estatales para la 
industria forestal, la gente empieza a plantar vides y árboles. Pongo dos ejemplos que son muy evidentes, 
pero puede haber diez o veinte más. Cuando visité las plantas de celulosa, pude ver que alrededor de ellas 
hay cientos de camiones que cumplen funciones, que son privados -son personas que tienen un camión-, y así 
sucesivamente. 


Cuando el país tiene una ley de desmonopolización de seguros y vemos que aquello tan tabú, que era: "No, 
no toquemos el Banco de Seguros del Estado"... 


(Diálogos) 


Creo que viene bien discutirlo, estimados legisladores. 


Hoy, el país tiene una plaza desmonopolizada que ofrece seguros y cualquiera de nosotros contrata seguros 
de la empresa A, B, Co D y nada le hemos hecho al Banco de Seguros del Estado, sino que este ha adquirido 
quizás mayor fuerza porque tiene que ser más eficiente y prestar más servicios porque, de otra forma, pierde 
a sus clientes. 


Entonces, los proyectos de país se van dando de esa manera. Lo único que podemos hacer los gobernantes es 
establecer determinados incentivos para que ciertos caminos se puedan abrir con mayor prontitud. 


Voy a pedir prestado a mi amigo, el ingeniero Enrique Baliño, un pensamiento que le escuché en una 
conferencia no hace mucho y que me ayuda a reflexionar respecto de muchos temas. 


El ingeniero Baliño, al término de una de sus exposiciones, nos decía que una de las enfermedades que tiene 
el país es que se discute -y está muy bien-, ya sea en el Parlamento, en las federaciones tales y cuales, en las 
asociaciones; se discute mucho y fuerte; luego el Parlamento, por medio de leyes, o el Poder Ejecutivo por 
medio de decretos, decide. Y en cualquier país del mundo, incluido el nuestro, después de esos dos pasos, se 
debería pasar a ejecutar; sin mirar para atrás si Lorenzo, Borsari u Ortuño están de acuerdo o estuvieron de 
acuerdo o no con la medida, se debería ejecutar. Ustedes lo están viendo ahora en el Gobierno: ocurre que 
ejecutar es una de las cosas más difíciles que hay en la vida, tanto en la vida personal como la institucional. 
Decía el ingeniero Baliño que una de las grandes enfermedades de nuestro país es que en lugar de dar ese 
tercer paso de ejecución, muchas veces se vuelven a discutir las cosas y se pone en tela de juicio la ejecución 
de las medidas de gobierno o legislativas, volviendo a discutir infinidad de veces las cosas que ya hemos 
dado por suficientemente debatidas. 


Creo que esto le va a agregar al país un aditamento más a esa enfermedad -coincido con el ingeniero Baliño- 
que, como sociedad, todos tenemos. Lo ideal es que cuando se discute, se discute, cuando se decide, se 
decide y después de discutido y decidido el tema, se tiene que ejecutar. Y yo considero que esta medida no va 
a ayudar de ninguna manera a ejecutar las cosas. Digo esto más allá también de alguna otra discusión que 
podríamos dar, como la relativa al momento histórico en que se dio la Constitución de 1934. Lo dejo allí para 
que reflexionemos también sobre eso, porque muchas veces hablamos de la Constitución tal o cual diciendo: 
"Qué bárbaros nuestros Constituyentes", y esta Constitución de 1934, si bien fue establecida por 
procedimientos de votación popular, se dio en un momento histórico muy especial de nuestro país y del 
mundo. 


SEÑOR GAMOU.- Previamente quiero hacer una precisión. Por suerte, no soy abogado y por tanto no soy 
constitucionalista. Pero recuerdo -por alguna lectura que hice una vez haciendo una investigación sobre si el 
Uruguay era más presidencialista que parlamentario- que la Constitución de 1934 tiene algunos avances 
importantes en cuanto a su parte dogmática, al no considerar taxativa la relación de derecho que se establece, 
y a la creación de sindicatos. Pero ese no es el tema y quiero ser muy breve. 


Me llevó a la reflexión algo que dijo el señor Diputado Ortuño sobre la necesidad que tiene este país de 
pensarse y de volverse a pensar. Ahí chocamos siempre con el famoso tema de los intereses corporativos. Un 
proyecto de país no se puede crear de la sumatoria de intereses corporativos, es necesario trascenderlos. 
Ahora, la pregunta acá no es si el Consejo de Economía Nacional constituye la vara mágica que va a generar 
que los agentes económicos y sociales trasciendan sus intereses corporativos y empiecen a pensar en los 
intereses del país. La gran pregunta es si este Consejo de Economía Nacional es un instrumento que facilita la 
transición de los intereses corporativos o bien la obstruye. Creo francamente que es un instrumento que va a 
facilitar, porque cuando hay que llegar a una síntesis, necesariamente se deben dejar cosas por el camino. Por 
lo tanto, sin pensar que esta va a ser la gran obra del Gobierno progresista, creemos que es un instrumento 
que va a facilitar, no sólo que los agentes económicos y sociales tengan un ámbito de expresión, sino que en 
la propia discusión se trascienda el mero interés corporativo que todos sabemos que existe de un lado y de 
otro. 


SEÑOR CÁNEPA.- Durante toda la sesión he estado tentado de intervenir en el debate; creo que está muy 
bien que se produzca, así como el tono y la altura que ha tenido. Nos debemos una discusión de este tipo 
pero, por la hora, no vamos a ingresar en ella. 


Compartimos lo dicho por los señores Diputados Ortuño y Gamou y algunos aspectos que mencionó el señor 
Diputado Borsari Brenna. En cuanto al desafío de discutir el contexto histórico de la Constitución de 1934, 
no es el momento, la hora ni el lugar. Estoy a las órdenes; creo que no nos hace mal que algunas veces, en 
lugar de apasionarnos y ponernos en posiciones partidarias para discutir la historia, tratemos de reflexionar 
sobre contextos históricos, comprenderlos y ver qué sucedió desde 1933 en adelante, antes de la consagración 
de la Constitución de 1934. Será para otro momento, pero recogemos el guante y en la oportunidad que 
encontremos estaremos dispuestos a dar ese debate. 


Quiero hacer una sola precisión, porque tal vez me expresé mal. Atendiendo a lo que aclaró el señor Diputado 
Ortuño con relación a que la duda que yo había planteado era pertinente -y citaba a alguno de los referentes 
en Derecho Constitucional, como el profesor Cassinelli Muñoz y otros profesores-, debo decir que yo tengo 
dos problemas con el inciso final del artículo 1”. Quiero dejar medianamente claro que, en general, salvo 
excepciones, no comparto que la ley dé definiciones de institutos jurídicos, naturalezas jurídicas, institutos 
que se crean o acciones jurídicas. Tanto es así que se sostiene por toda la jurisprudencia y la doctrina que uno 
de los grandes avances que se produjeron cuando se modificó el Código de Procedimiento Civil -además del 
de pasar al proceso oral- fue el de que todas las definiciones que existían en el CPC fueron virtualmente 
borradas del nuevo Código General del Proceso, porque en términos modernos se está de acuerdo con que la 
ley no debe saldar discusiones doctrinarias ni jurisprudenciales que no están resueltas. 


Creo que en este tema es muy discutible, por la doctrina y a nivel de los mejores constitucionalistas del país, 
cuál es la naturaleza jurídica de este órgano, no así en cuanto a la independencia, eso está fuera de la 
discusión y bien lo decía el señor Diputado Ortuño citando a Casinelli Muñoz. Lo que quiero dejar en claro 
es que, en mi opinión, más allá de que comparta o no la definición establecida, no es bueno saldar 
discusiones ni tomar partido por una discusión que no está determinada y dejar en la ley determinadas 
definiciones en cuanto a la naturaleza jurídica de los institutos. 


SEÑOR LORENZO.- Más allá del voto genérico negativo o afirmativo, quiero plantear un tema 
terminológico en el último inciso, cuando se dice: "Sus objetivos principales". En general, en la terminología 
jurídica se usa "los fines", porque el objetivo es algo más relacionado al lenguaje de economistas o 
empresarios. Después voy a preguntar cuál es el sentido del literal c). Si voto en contra de todo el artículo no 
pasa nada, pero me parece que ese inciso en particular no tiene razón de ser, porque estamos hablando de un 
Consejo de Economía Nacional. Votaría en contra por ese literal, más allá de compartir o no la norma. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo que el proyecto pretende con esto es que el Consejo de Economía Nacional 
pueda estar en contacto con organismos internacionales similares. Muchos países lo tienen, como Francia, 
España o Brasil. Esa es la pretensión y a eso se está refiriendo. 


SEÑOR LORENZO.- No me parece que ese sea un fin principal de esta institución. Estoy en contra. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Convengamos en que es una decisión política. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 1*. 

(Se vota) 


Cinco en nueve: AFIRMATIVA. 


En discusión el artículo 2”. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 


Cinco en nueve: AFIRMATIVA. 


En discusión el artículo 3". 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


Cinco en ocho: AFIRMATIVA. 


En discusión el artículo 4”. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 


Cinco en ocho: AFIRMATIVA. 


En discusión el artículo 5“. 


SEÑOR LACALLE POU.- En conversaciones informales con el señor Diputado Lorenzo me dijo que va a 
votar algunos artículos a favor. Entonces, sería bueno saber cuáles va a votar afirmativamente, para poder 
votarlos en bloque. 


SEÑOR LORENZO.- Hay algunos temas que me gustaría precisar desde el punto de vista de la redacción. Yo 
votaría a favor los artículos 3” y 4”, votaría en contra el artículo 5* y afirmativamente el artículo 6”. Sucede 
que me gustaría entrar en una discusión razonable; creo que acá no tenemos que ser el tren bala, ¿no? Tengo 
que hacer mis fundamentaciones. Quizás podamos modificar algún texto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está bien. Yo pongo a consideración el artículo; si nadie me pide la palabra, lo hago 
votar. 


SEÑOR LORENZO.- Sigo informando cuál es mi idea. Como este es un ámbito interactivo, quizás la 
cambie. 


Votaría a favor el artículo 7” y el 8%, con excepción de su último inciso, que establece que se podrá incluir en 
el Presupuesto Nacional una partida para la remuneración de un Secretario Ejecutivo del Consejo de 
Economía Nacional. Sugeriría un esquema de funcionamiento de pase en comisión o de asignación de un 
funcionario público que pueda reservar su cargo. Es decir, algún esquema que no genere otro cargo de esta 
naturaleza en la estructura de lo público. 


El artículo 9” es de trámite y no tengo problemas en votarlo a favor. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Usted sugiere que yo vuelva para atrás y que rectifiquemos la votación para que 
pueda hablar sobre el artículo 3”? 


SEÑOR LORENZO.- No; la votación del artículo 1* al 3% está bien. Como viene enganchado con el 
artículo 2", no tengo problemas; podríamos rectificar la votación y lo votaría a favor. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la rectificación de los artículos 3", 4” y 5, 
(Se vota) 


Seis en ocho: AFIRMATIVA. 


En discusión el artículo 3". 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 


Seis en ocho: AFIRMATIVA. 


En discusión el artículo 4”. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


Seis en ocho: AFIRMATIVA. 


En discusión el artículo 5“. 


SEÑOR LORENZO.- Este ámbito que se crea es receptivo de opiniones de organizaciones que a su vez 
tendrán sus esquemas de asesoramiento para volcar aquí lo que piensan. No me parece razonable generar 
mecanismos para que este Consejo termine haciendo pedidos de informe, aunque no lo sean en el sentido 
estricto. De todos modos, podrá pedir asesoramiento y moverá estructuras del Estado para pedir información. 
Va a terminar pasando que la Administración puede ser omisa de un deber que le impone la ley, a partir de la 
facultad de pedir la información. 


Creo que esto debería quedar en el espacio de lo no formal, para que cada uno que integre ese Consejo de 
Economía Nacional vaya con los asesoramientos que entienda pertinentes. A través de un reglamento interno 
o en función de lo que establezca el Poder Ejecutivo -como facilitador del funcionamiento de este Consejo-, 
se podrá proveer de la información para que se pueda resolver mejor la situación. Pero facultar a un 
organismo de esta naturaleza a solicitar asesorías hasta puede ser un generador de costos o de costos de 
oportunidad, de asignación de técnicos o de personas a una actividad que quizás complique el panorama. No 
estoy de acuerdo con que esto se establezca y pediría a la bancada de Gobierno que lo piense bien. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 5. 
(Se vota) 


Cinco en ocho: AFIRMATIVA. 


Propongo votar en bloque los demás artículos menos el tercer inciso del artículo 8*. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 


Seis en ocho: AFIRMATIVA. 


SEÑOR LORENZO.- Quisiera hacer una pregunta. ¿No se piensa confrontar opiniones o fundamentar? No 
quiero alargar la discusión, pero entonces no hablo, mando una carta comunicando mi voto, se junta con las 
demás, se incorporan los datos a una planilla electrónica y se deduce la votación. Digo esto porque este modo 
de discusión no es para la Comisión. 


(Murmullos) 


Tengo una actitud cooperativa, trato de contribuir con opiniones, sugiero redacciones sustitutivas. Si la 
tónica del trabajo aquí es la de levantar la mano y seguir, voy a cambiar la actitud. 


SEÑOR CÁNEPA.- Seguramente, cuando hago algunas intervenciones no me expreso bien o por distintas 
razones no se me entiende. Como es lógico, no tenemos la obligación de escucharnos totalmente entre 
nosotros. 


Quien habla advirtió -por lo menos al comienzo de la discusión- que esto iba a pasar. Estuvimos discutiendo 
durante dos horas este proyecto de ley y siempre se adelantó la voluntad política y las razones para crear este 
organismo de estas características. 


Yo adelanté -aun con algunas dudas que pueden ser compartibles respecto a algunos giros de redacción; 
inclusive advertí mi desacuerdo por el artículo 1* -que iba a votar todos los artículos tal como venían del 
Senado, porque tuvimos la oportunidad de estudiarlos, y no solo aquí. Además, intercambiamos opiniones 
con otros colegas del Gobierno y, a nuestro juicio, es una señal muy importante que este proyecto se sancione 
y se convierta en ley en un plazo razonable. Creo que es necesario que exista esta ley para que se pueda 
conformar rápidamente este organismo. Los distintos fundamentos expresados por los señores Diputados 
Gamou y Ortuño han demostrado la necesidad que siente este Gobierno y la voluntad política. El señor 
Diputado Ortuño me recordaba que ya desde 1991 se presentó el primer proyecto para crear este organismo. 


Es atendible que podamos expresarnos y que queramos mejorar un proyecto de ley. 


De todos modos, desde el comienzo alerté que, más allá de alguna diferencia en cuanto a la redacción, iba a 
dar mi voto para que este proyecto fuera aprobado tal como viene del Senado. De lo contrario, quizás no 
pueda ser aprobado este año. La voluntad política del Gobierno es que este proyecto de ley -que fue 
extensamente discutido y no solo en el ámbito parlamentario sino con otros actores- sea aprobado en el 
presente período de esta Legislatura. Es por esa razón que estamos votando. 


SEÑOR LORENZO.- Les voy a plantear formalmente -lo hago sabiendo que está la constancia de la versión 
taquigráfica- que empiecen a pensar un poco cómo se están procesando estas cosas porque, de hecho, están 
eliminando el bicameralismo. Acá vienen proyectos mal redactados, otros con problemas graves de 
redacción, durante dos sesiones seguidas se habla de cambios y de consultas y se sigue de largo. Lo peor de 
todo es que ni siquiera sucede cuando el proyecto viene aprobado del Senado -en cuyo caso entiendo el 
fundamento para sacar un proyecto como viene y no modificarlo-, sino cuando llega sin sanción de una 
Cámara. Entonces, eso me hace pensar a mí, que he sido bastante crítico en alguna ocasión -lo he hecho 
explícitamente- con algún compañero que puede tener una actitud recíproca y merecida hacia quienes tienen 
esta, en cambiar la mía. 


¿Para qué vengo acá? ¿Para perder el tiempo? ¿A estudiar un proyecto de ley, a proponer una redacción 
sustitutiva y que ni se discuta? Acá estuvimos hablando durante mucho tiempo -lo digo con todo respeto- de 
generalidades, hicimos reflexiones acerca de la marcha del país, pero del proyecto en sí expresamos poca 
cosa, más allá de que se hiciera referencia, en algunos casos, a las disposiciones del proyecto. Cuando se va a 
discutir el proyecto, su redacción y articulado, ¿seguimos de largo? Para eso están las comisiones, los 
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discursos, ¡guárdenlos para el plenario! 
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Yo me voy a retirar, señor Presidente. 


SEÑOR ORTUÑO.- No comparto para nada la reflexión que acaba de hacer el señor Diputado Lorenzo y 
creo que en los hechos, esta Comisión y esta bancada han demostrado exactamente lo contrario. Esto se 
constata solo con leer las versiones taquigráficas de la discusión del proyecto de deudores alimentarios, 
durante la cual hubo un riquísimo intercambio entre todos nosotros. 


En este caso, las valoraciones generales que cada uno ha sostenido en el día de hoy -que llevó al señor 
Diputado Lorenzo a votar en contra de este proyecto- nos llevan a este trámite que nos parece acertado. 
Además, en favor del Presidente, quiero decir que él ha ofrecido la palabra antes de someter a votación cada 
uno de los artículos. Por lo tanto, no se puede sostener que acá se aplicó la aplanadora y que no se dio espacio 
para la presentación de opiniones y propuestas. Si el señor Diputado Lorenzo entiende que no solo debe 
exponer sino que la bancada mayoritaria tiene que acompañar su postura creo que, sin pretenderlo, se incurre 
en una práctica de intolerancia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el último inciso del artículo 82. 
(Se vota) 


Cinco en siete: AFIRMATIVA. 


Queda aprobado el proyecto. 
El señor Diputado Ortuño ha sido propuesto como miembro informante. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


